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República de Colombia
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REF:   REPARACION DIRECTA

DTE:   AMPARO DEL SOCORRO RIVERA Y OTROS
DDO: POLICIA NACIONAL
RDO: 05001-33-33-001-2016-0257-00


                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, Veintiuno (21) de Julio de dos mil Veinte (2020)
	REFERENCIA
	REPARACION DIRECTA

	RADICADO
	05001-33-33 -001-2016-00257-00

	DEMANDANTE
	AMPARO DEL SOCORRO RIVERA y OTROS

	ACCIONANDA
	NACION-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA NACIONAL

	SENTENCIA NRO.
	


	Tema: Responsabilidad patrimonial del Estado/ Características / Prueba Indiciaria/ CAR Probatoria/.


AMPARO DEL SOCORRO RIVERA, LUIS ALFONSO RENDÓN VÉLEZ, OSCAR ALFONSO RENDÓN RIVERA, LUIS FERNANDO RENDÓN RIVERA, por conducto de apoderado judicial y en ejercicio del medio de control de REPARACION DIRECTA consagrada en el artículo 140 del C.P.A.C.A., formularon demanda en contra de LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA- POLICÍA NACIONAL y LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN con el fin de que se profieran las siguientes: 
DECLARACIONES:
Solicita textualmente el apoderado de la parte demandante lo siguiente:
“1. Que se declare que las entidades demandadas (LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL, Y FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN), son Patrimonial y administrativamente responsables de la muerte de JUAN DIEGO RENDÓN RIVERA, en hechos ocurridos el 22 de enero   de 2014, en el municipio de Medellín (Antioquia).

2. Que, como consecuencia de la anterior declaración, se condene a las entidades demandadas, a indemnizar y/o compensar a mis representados, pagando las siguientes sumas de dinero: 

2.1 A título de Perjuicios inmateriales en su modalidad de perjuicios morales los salarios mínimos legales mensuales que abajo se indican (por el valor vigente a la fecha de ejecutoria de la providencia que ponga fin al proceso), junto con los intereses comerciales que se causen:

	NOMBRE
	RELACIÓN
	CANTIDAD EN S.M.L.M. V
	VALOR ACTUAL

	Amparo del Socorro Rivera 
	Madre
	100
	$68’945.400

	Luis Alfonso Rendón Vélez   
	Padre
	100
	$68’945.400

	Oscar Alfonso Rendón Rivera  
	Hermano
	50
	$34’472.700

	Luis Fernando Rendón Rivera  
	Hermano
	50
	$34’472.700

	
	Totales
	300
	$206’836.200


2.2 A título de Perjuicios inmateriales en su modalidad de daño a bienes Convencional y Constitucionalmente protegidos
, en especial a tener una familia y a disfrutar todos los privilegios que de esta institución se derivan, los salarios mínimos legales mensuales que abajo se indican (por el valor vigente a la fecha de ejecutoria de la providencia que ponga fin al proceso), junto con los intereses legales que se causen:

	NOMBRE
	RELACIÓN
	CANTIDAD EN S.M.L.M.V
	VALOR ACTUAL

	Amparo del Socorro Rivera 
	Madre
	100
	$68’945.400

	Luis Alfonso Rendón Vélez   
	Padre
	100
	$68’945.400

	Oscar Alfonso Rendón Rivera  
	Hermano
	50
	$34’472.700

	Luis Fernando Rendón Rivera  
	Hermano
	50
	$34’472.700

	
	Totales
	300
	$206’836.200


2.3 A Título de Perjuicios materiales en su modalidad de daño emergente la suma de Tres Millones Quinientos Mil Pesos ($3’500.000), por los gastos en que ha tenido que incurrir mi mandante, señor LUIS ALFONSO RENDÓN VÉLEZ, para afrontar el hecho imprevisto ocasionado por la administración, en especial por los gastos de entierro de JUAN DIEGO RENDÓN RIVERA.”
HECHOS
Indica el apoderado de la parte actora que JUAN DIEGO RENDÓN RIVERA, era un joven de 27 años, integrante de una familia tradicional, el menor de tres hijos. Vivía con sus padres y visitaba con frecuencia a sus hermanos, con quienes compartía momentos significativos de cariño, afecto, fraternidad y ayuda. Se ganaba la vida como recuperador de residuos sólidos en la Ciudad de Medellín.

Afirma el apoderado de la parte actora que el 22 de enero de 2014 JUAN DIEGO RENDÓN RIVERA, se encontraba trabajando como recuperador de residuos sólidos (Reciclador) en inmediaciones de la Calle 92 con Carrera 55, sector conocido como la Herradura, de la zona Nororiental de la Ciudad de Medellín. Cerca de las nueve horas, JUAN DIEGO RENDÓN RIVERA, escuchó ruidos extraños en las afueras de su lugar de trabajo, salió con el ánimo de enterarse de lo acontecido, con tal mala fortuna que recibió sorpresivamente, varios impactos de arma de fuego que terminaron con su vida. 
Arguye que, en el mismo lugar, se encontraban miembros de la Policía Nacional y efectivos del CTI de la Fiscalía General de la Nación, quienes estaban adelantando un operativo judicial relacionado con el desmantelamiento de una fábrica clandestina de licor, dichos miembros, informaron a la opinión pública la muerte del señor JUAN DIEGO RENDÓN RIVERA, como si se tratase de un delincuente, justificando tal acto, al señalar que respondieron a los disparos realizados por parte de este y de otros sujetos que querían impedir la actuación judicial. 
Indica el apoderado que, los oficiales adscritos a la Policía Nacional y al CTI de la Fiscalía General de La Nación, no se encontraban uniformados ni con distintivos institucionales, pero si actuaron con sus armas de dotación oficial al producirle la muerte al señor JUAN DIEGO RENDÓN RIVERA.  Igualmente, no realizaron ningún llamado de alerta o de detención previa a ocasionarle la muerte al señor JUAN DIEGO RENDÓN RIVERA, ultimándolo bajo el entendido equivocado que éste hacia parte de un grupo de personas que momentos antes había disparado en contra del ente institucional. 
TRAMITE
Mediante auto de fecha 08 de marzo de 2016, se procedió a admitir la demanda, y a conceder el amparo de pobreza solicitado, notificando dicha actuación a las entidades accionadas y al Ministerio Publico (fls. 43 y 45 del expediente). Dentro del término para ello la Nación -Ministerio de Defensa- Policía Nacional y la Fiscalía General de la Nación, dieron respuesta a la demanda y propusieron medios exceptivos, de los cuales se dio traslado a la parte actora la cual se pronunció en los términos referidos a folios 92-93 del cuaderno principal. 
Así las cosas, mediante providencia del siete (07) de febrero de dos mil diecisiete (2017), se fijó fecha para audiencia inicial, para el día seis (06) de abril de dos mil diecisiete (2017), la cual se realizó en debida forma, se fijó el litigio, el problema a resolver y se decretaron las pruebas solicitadas. Mediante auto del 01 de junio de 2017, 18 de enero de 2018, 18 de julio de 2018, se ordenó exhortar nuevamente al Ministerio de Defensa, mediante auto de fecha 22 de enero de 2019, se puso en conocimiento memorial aportado por parte del Centro de Servicios Judiciales de Medellín sistema Penal Acusatorio Penal. Mediante auto de fecha 27 de febrero de 2019, se fijó fecha de audiencia de pruebas para el día 29 de mayo de 2019, audiencia en que se otorgó el término común de diez (10) días a las partes para alegar de conclusión y se indicó que posteriormente entraría a Despacho para fallo, por el término de veinte (20) días. 
Cumplido todo el trámite procesal, se procede a proferir decisión de fondo.

POSICIÓN DE LA PARTE DEMANDADA.
NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL, dentro del término legal establecido, a través de apoderado judicial, contesta la demanda en los siguientes términos (fls 46-56): frente a los hechos afirma que unos son ciertos, otros no, otros son parcialmente cierto y frente a las pretensiones indica, se opone a la prosperidad de todas y cada una de las pretensiones impetradas por la parte demandante ya que no aporta los suficientes elementos probatorios que puedan comprometer la responsabilidad de la Policía Nacional.
Luego de realizar un análisis detallado y exhaustivo de la jurisprudencia y normativa aplicable al caso concreto, el apoderado de la entidad accionada manifiesta que para el caso concreto deben prosperar las siguientes excepciones:  
- HECHO EXCLUSIVO Y DETERMINANTE DE LA VICTIMA

-FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA

-EXCEPCIÓNES GENERALES DEL C.C.A
Sobre las razones de su defensa, indica que tal como ha sido objeto de pronunciamiento por la jurisprudencia el artículo 90 constitucional no consagra un régimen de responsabilidad y en virtud del principio tura novit curia con el cual cuenta el Juez, señaló que para que se puede declarar administrativamente responsable a la Nación se hace necesario que se presenten los tres elementos constitutivos de dicha responsabilidad a saber:
-Una falla o falta en la prestación del servicio bien sea por omisión, retardo, irregularidad o ausencia de dicha prestación del servicio.
-Un daño que implique una lesión a un bien, jurídicamente tutelable.
-un nexo causal entre el daño y la falta o falla en la prestación del servicio a que la administración esta obligada a prestar.
Sostiene la entidad que no existen las pruebas fehacientes que  permitan demostrar que exista una responsabilidad palpaba en su representada y que corresponde al actor demostrar cuales fueron las fallas y causas que se presentaron, es decir demostrar que exista el nexo de causalidad que conlleva a la responsabilidad del Estado de acuerdo al artículo 167 del C.G.P, el cual señala que incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.

Manifiesta el apoderado que en tales condiciones es evidente la ausencia de pruebas en el presente caso que permiten siquiera vislumbrar un indicio de responsabilidad en cabeza de la Policía Nacional, lo que sin duda constituye una falta al deber de la carga de la prueba, presupuesto fundamental en este tipo de acciones.

Bajo los anteriores preceptos, afirma la apoderada que de la Policía Nacional que le corresponde al apoderado del actor demostrar con suficiencia ante la jurisdicción contencioso administrativa que se presenten los elementos de la responsabilidad señalados. Indicando que, para el caso concreto, se puede concluir, que existe ausencia de responsabilidad por parte de la Nación-Ministerio de Defensa Policía Nacional, razón por al cual debe ser eximida de toda responsabilidad la entidad que representa.
FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN dentro del término legal establecido, a través de apoderado judicial, contesta la demanda en los siguientes términos (fls 80-84): frente a los hechos afirma que unos son ciertos, otros no, otros son parcialmente cierto y frente a las pretensiones indica, se opone a la prosperidad de todas y cada una de las pretensiones impetradas por la parte demandante ya que no aporta los suficientes elementos probatorios que puedan comprometer la responsabilidad de la Policía Nacional.
Luego de realizar un análisis detallado y exhaustivo de la jurisprudencia y normativa aplicable al caso concreto, el apoderado de la entidad accionada manifiesta como razones de su defensa que para que la responsabilidad de la Nación sea declarada, se deba demostrar con claridad una falla del servicio, teniendo en cuanta que las circunstancias en que deba prestarse el servicio, la conducta de la administración sea considerada como anormalmente deficiente, advirtiendo así que no existió falla por parte de la Fiscalía con ocasión de la muerte del señor Rendon Rivera.
Indica la Fiscalía que para establecer la responsabilidad de la entidad frente al demandante y sea procedente decretar el resarcimiento del daño experimentado por la víctima, es indispensable la plena demostración de que la actividad u omisión de la entidad es razón de ser del detrimento, o en otras palabras, que existió relación de causalidad o nexo causal entre la actuación de la entidad a quien se imputan los hechos y el daño en  reclamo, ya que resulta elemental que se deba responder únicamente por lo que se ocasiona y no de debido a factores extraños o de lo actuado por un tercero.

Presenta las siguientes excepciones:
-AUSENCIA DE IMPUTACIÓN FÁCTICA Y JURÍDICA DEL DAÑO A LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN.

-EL DAÑO ANTIJURIDICO

-LA IMPUTACIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO

-FALTA DE LEGITIMACIÓN MATERIAL EN LA CAUSA POR PASIVA 
ALEGATOS, EN CONCLUSIÓN.
Dentro del término legal para presentar alegaciones, se pronuncian la parte demandante la Fiscalía General de la Nación y El Consejo Superior de la Judicatura en los siguientes términos.
1.  PARTE DEMANDANTE: No presento escrito de alegatos de conclusión.
NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL Mediante escrito presentado el 11 de junio de 2019, visible a folios 415-416, la entidad accionada  se ratifica en los términos expuestos en la contestación de la demandada, insistiendo en que en el caso particular no es posible establecer una responsabilidad en los términos del artículo 90 de la Constitución, toda vez que no existe medio de convicción que haga pensar que tal y como se afirma en la demanda, omisión por parte de la policía nacional por acción y/o omisión de los hechos narrados.
FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Mediante escrito presentado el 11 de junio de 2019, visible a folios 413-414, la entidad accionada se ratifica en los términos expuestos en la contestación de la demandada, advirtiendo que, con fundamento en lo probado, se tiene que lo solicitado por el accionante no tiene vocación de prosperidad, lo que amerita que se denieguen las pretensiones de la demanda.
POSICIÓN DEL PROCURADOR JUDICIAL: El Procurador judicial delegado ante Despacho, guardó silencio y no intervino para presentar alegato de conclusión.
CONSIDERACIONES

1.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA:
La controversia jurídica se contrae a establecer i) si existe o no responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa- Policía Nacional y Fiscalía General de la Nación por la muerte del señor JUAN DIEGO RENDON RIVERA, ocurrida el día 22 de enero de 2014, en el Municipio de Medellín o si el daño fue ocasionado por otras circunstancias distintas a las alegadas en el libelo de la demanda y la contestación de la misma. ii) De mantenerse la imputación de responsabilidad, determinar si los perjuicios que reclaman los demandantes se encuentran probados en el expediente y si deben o no ser reconocidos.
2. PRESUPUESTOS PROCESALES. 
Revisando los presupuestos procesales, para el caso concreto, se cumplen cada uno de ellos:

-  Competencia: El Despacho es competente para conocer del medio de control, en virtud de lo establecido en el numeral 6º artículo 155 y en el numeral 6 artículo 156 del CPACA.  

-   Legitimación: Sobre la Legitimación formal ya se pronunció el Despacho al momento de resolver la excepción en la audiencia inicial.  Procederá a realizar el análisis correspondiente frente a la Legitimación sustancial, cuando se toque el fondo de este asunto.
-  Requisitos y Trámite: La demanda reúne los requisitos de los artículos 161 y S.s. del CPACA. Y se impartió el trámite regulado en el Título IV, artículos 168 y siguientes del CPACA.

- Nulidades: No avizora el Despacho nulidad alguna que deba declarase en este momento procesal.

-  Caducidad: En el presente asunto se pretende que se declare la responsabilidad de la entidad demandada por la muerte del señor JUAN DIEGO RENDON RIVERA, ocurrida el día 22 de enero de 2014. La solicitud de conciliación prejudicial fue radicada el día 22 de enero 2016 ante la Procuraduría 107 Judicial para Asuntos Administrativos y la diligencia se realizo el día 04 de marzo de 2016, dado que la demanda fue impetrada el 04 de marzo del 2016, es claro que fue dentro de los dos años contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, en los términos del artículo 164 nral. 2 lit. i; razón por la cual en el caso particular no opero el fenómeno de la caducidad.
-  Requisito de Procedibilidad: El mismo se encuentra agotado, como se puede observar a folios 28 del expediente, donde aparece las actas de conciliación extrajudicial. 

3. MARCO NORMATIVO.
3.1 MARCO JURIDICO Y NORMATIVO. 

Promueve la parte actora el medio de control de Reparación Directa, consagrado en el artículo 140 del C.P.A.C.A, que nace de acuerdo a la norma, por la existencia de un hecho dañoso, negligente u omisivo, de la operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de un inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa, derivada del actuar del Estado o sus entidades, lesionando al particular u otra entidad o institución, para lo cual tanto el particular como la institución o entidad que promueven la acción, buscan la declaratoria de una responsabilidad patrimonial del Estado y su consecuente reparación por los daños causados, es si que para predicar la responsabilidad el elemento esencial, es la existencia de un daño que no se está en el deber legal de soportar.

3.2 DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO.
Esta figura se encuentra consagrada en el artículo 90 de la Constitución Política, como aquella responsabilidad generada por los daños antijurídicos que le sean imputables al Estado, en ese orden el inciso primero de la norma en mención consagra:  

“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.”

En síntesis, el Estado está obligado a reparar los daños y perjuicios que ocasione a los particulares siempre que ellos no estén obligados a soportarlos por imperativo explícito u otro vínculo jurídico, y que surjan como consecuencia de una acción u omisión de una autoridad pública. La Ley 1437 de 2011 en su artículo 140 consagra el medio de control de Reparación Directa, brindando la posibilidad al interesado de demandar por esta vía la reparación del daño causado surja de un hecho, omisión, u operación administrativa o de la ocupación temporal o permanente de un inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquier otra causa.

Nuestro órgano de cierre
 aplicando la figura de la responsabilidad, ha mantenido en su jurisprudencia, que la norma constitucional basó esta figura en el daño antijurídico, como pilar estructural del nuevo régimen, pero manteniendo como título de imputación general el de la falla en el servicio.  Manifestó la Alta Corporación que en principio no juega como problema establecer la culpa, porque la norma constitucional desplaza dicho problema de la antijuridicidad a la conducta de la autoridad administrativa y la radica en la antijuridicidad del daño.  De esta forma no importa si el actuar de la Administración fue legal o no para determinar esa responsabilidad, ya que la antijuridicidad no se predica del comportamiento, sino del daño sufrido por el afectado, que puede surgir de una actuación legítima de la Autoridad.  Aun así, la jurisprudencia continúa aplicando los diferentes regímenes de imputación que desde tiempo atrás vienen siendo decantados, ya que ellos han facilitado el proceso de calificación de la conducta de las entidades del Estado y han determinado la existencia del daño y del nexo causal.

En ese orden de ideas, el régimen de imputación por excelencia es entonces el de falla del servicio, en el que se encuentra inmersa la responsabilidad a partir de la comprobación de la existencia de tres elementos esenciales como son: i). El daño antijurídico sufrido por el interesado; ii).  La falla del servicio propiamente dicha, esto es, el deficiente funcionamiento del servicio; y, iii) Una relación de causalidad entre los dos elementos anteriores, con la comprobación de que ese daño se produjo como consecuencia de la falla en el servicio.

Pero es necesario precisar que el título de imputación por responsabilidad patrimonial del Estado, se exterioriza en tres figuras diferentes: i) La común o general, Falla (probada o presunta), ii) El Riesgo excepcional, y, iii) El Daño especial. Y sólo al momento de imputarse esa responsabilidad, se hace necesario examinar a cuál de estos tres títulos se atribuye la misma, a efectos de establecer a quien corresponde la carga de probar el daño y que elementos de la responsabilidad deben ser demostrados.  También corresponde al Juez examinar, teniendo en cuenta las particularidades de cada caso, el régimen aplicable, evaluando la previsibilidad o no del daño y las circunstancias que rodearon el hecho que lo causo.

3.3 DE LA RESPONSABILIDAD POR FALLA DEL SERVICIO:
El artículo 2 Constitucional, determina como razón de las autoridades públicas la defensa de la vida y de los bienes de todos los residentes en el país; asegurando el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares, surgiendo así la Responsabilidad desde la comprobación de la existencia de tres elementos fundamentales, que dan vida a la denominada FALLA DEL SERVICIO, como régimen de responsabilidad general y tradicional, y los cuales son:

- El daño que sufre la parte que lo invoca.

- La falla propiamente dicha que se refiere al mal funcionamiento del servicio, ya sea porque no funcionó cuando debió hacerlo o lo hizo de manera tardía o equivocada.
- Finalmente, la relación de causalidad o el nexo causal que se produce entre estos dos elementos anteriores, o sea, la comprobación de que ese daño se produjo como consecuencia directa por la falla del servicio y el perjuicio percibido por quien lo percibió.

El título de imputación de falla en el servicio, surge del mal funcionamiento de la administración por el dolo o por la culpa grave.  Sin embargo, las omisiones también generan responsabilidad personal e institucional, y es así que el Estado debe utilizar los medios a su disposición para lograr que el respeto a la vida y demás derechos de las personas, por parte de todas las autoridades públicas y particulares que hacen parte del conglomerado Estatal, sea una realidad material y no meramente formal. 

Cuando se concreta la responsabilidad en una omisión de una autoridad pública es necesario que se encuentren acreditados estos requisitos: a) La existencia de una obligación legal o reglamentaria a cargo de la entidad demandada de realizar la acción con la cual se habrían evitado los perjuicios; b) La omisión de poner en funcionamiento los recursos de que se dispone para el adecuado cumplimiento del deber legal, atendidas las circunstancias particulares del caso; c) un daño antijurídico, y, d) la relación causal entre omisión y daño. 

Si se pretende demostrar dicha omisión no tiene importancia la existencia del nexo causal entre la omisión y el resultado, sino la omisión de la conducta debida, que de haberse realizado habría interrumpido el proceso causal impidiendo la producción de la lesión.  Es el desconocimiento del deber de protección y seguridad en cabeza de las autoridades públicas y especialmente militares y policivas, lo que impone la obligación de protección a los derechos, bienes e intereses de los asociados del Estado.

3.4. EXIMENTES DE RESPONSABILIDAD.
Tanto la Doctrina, como la jurisprudencia, han establecido las siguientes eximentes de responsabilidad: Fuerza Mayor, Caso Fortuito, Culpa exclusiva de la víctima y el hecho exclusivo y determinante de un tercero.  Para invocar alguna de estas eximentes se requiere la existencia de tres elementos: 1. Irresistibilidad o imposibilidad del obligado a realizar un determinado comportamiento, resultando el daño inevitable que configure una causa extraña; 2. Imprevisibilidad o aquella situación que no es posible prever anticipadamente, en otras palabras, que el hecho causante del daño no sea previsible antes de su ocurrencia o que siéndolo sea súbito o repentino; y, 3. Exterioridad respecto del demandado, esto es, una causa extraña no imputable a éste del que no tiene deber jurídico de responder.

4. ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO.

4.1 Aportadas con la demanda: (folios 17-29 y 62-79)
-Registro civil de nacimiento de Juan Diego Rendón Rivera. (fallecido)

-Registro civil de Nacimiento de Juan Diego Rendón Rivera. (fallecido)

-Registro civil de Nacimiento de Luis Fernando Rendón Rivera.  (Hermano).

-Registro civil de Nacimiento de Oscar Alfonso Rendón Rivera.   (Hermano).

-Copia de las Cédulas de los demandantes y de Juan Diego Rendón Rivera.

-Copia de Recorte de prensa del 23 de enero de 2014.

-Respuesta antecedentes allegados por la Policía Nacional.
-Respuesta a exhortos No 563, 564, 858, 859, 965 cuyas respuestas obran a folios 118, 134, 139-143, 146-393.

Testimonios. (fueron desistidos mediante audiencia de pruebas de fecha 29 de mayo de 2019, fls 415)
Recortes de prensa:

En lo relativo al recorte de prensa aportado en copia simple con la demanda visible a (fls. 26-27 del cdno. 1), tal y como se advirtió en audiencia inicial, y de conformidad con los lineamientos trazados por la Sección Tercera de nuestro órgano de cierre, han indicado que la información que se encuentre en los artículos de prensa podrá ser valorada como una prueba documental que da cuenta únicamente de la existencia de la información y que la noticia fue publicada, sin que constituya por sí sola un medio idóneo que acredite la veracidad y autenticidad de su contenido.
Estos medios probatorios, de conformidad con la decisión de la Sala Plena del Consejo de Estado no tienen, por sí mismos, la suficiente entidad para probar la veracidad del contenido de la información divulgada, por lo que su eficacia probatoria descansa en el vínculo de conexidad que acredite con otros elementos probatorios obrantes en el plenario. Así se indicó en tal decisión: “(…) cualquier género periodístico que relate un hecho (reportajes, noticias, crónicas, etc), en el campo probatorio puede servir solo como un indicador para el juez, quien, a partir de ello, en concurrencia con otras pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso, podría llegar a constatar la certeza de los hechos”. 

Así las cosas, de acuerdo con el precedente jurisprudencial advertido acá y en la audiencia inicial, esta Agencia Judicial, procederá a valorar probatoriamente los recortes de prensa y dilucidará si existe un nexo o vínculo de la divulgación del hecho con los demás medios de prueba obrantes en el proceso, de modo que se puedan tener por ciertos los hechos narrados en los respectivos medios de comunicación.
4.3 Análisis de la responsabilidad en el caso concreto, de acuerdo a la prueba aportada: 
De conformidad con lo que ha establecido nuestro órgano de cierre, al analizar este tipo de procesos, es necesario dilucidar inicialmente, lo referente a la existencia o no del daño y si este puede o no considerarse antijurídico; solo bajo la inferencia de la existencia del daño antijurídico se debe efectuar la estimación del otro elemento de la responsabilidad estatal, es esto, el título de imputación del daño al Estado, bajo cualquiera de los diferentes títulos que para el caso en particular ha de analizarse.

Así las cosas, en el asunto objeto de estudio se requiere examinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que rodearon los hechos acaecidos el día 22 de enero de 2014, a raíz de la muerte del señor JUAN DIEGO RENDON RIVERA, en el Municipio de Medellín puesto que a partir de lo probado, el Despacho definirá y desarrollara el problema jurídico anteriormente planteado, es decir, en qué casos se está en presencia de un daño imputable al Estado como consecuencia de una falla del servicio, y como resultado de ello se deberá analizar si se cumplen o no los los elementos constitutivos de ese daño que daría lugar a una eventual indemnización, o si por el contrario, el suceso tuvo su origen en otras circunstancias no acreditadas  en el expediente lo que configuraría la ausencia de imputación de la entidad accionada por alguna causal exonerativa de responsabilidad.
Con base en la motivación y justificación anterior, y ateniéndose estrictamente a las pruebas obrantes en el proceso, esta Agencia Judicial analizará el supuesto daño antijurídico en el caso concreto. Es así que de las pruebas documentales aportadas al expediente (fls 139-143) el Despacho encuentra que no es posible endilgarle responsabilidad alguna a la Policía Nacional y Fiscalía General de la Nación, por la muerte del señor Juan Diego Rendon Rivera, es decir, nada de lo indicado en las respuestas de los exhortos, da lugar a inferir con cierto grado de certeza, que haya existido una conducta jurídicamente exigible a las entidades accionadas. Veamos: En oficio No COAGE6-UNDEJ-29.25, de noviembre 28 de 2018, el Ministerio de Defensa Nacional, mediante Boletín Informativo Policial B.I.P Numero 0022, Medellín 22 de enero de 2014, en el Distrito curato oriente se plasmó:

“220114, 08:55 horas, en la CL.92 & Cr.55 B/Aranjuez sector Herradura, la unidad investigativa de la SIJIN, al mando del investigador IJ. González Villalba, indicativo S 7-11, en coordinación con el Fiscal 246 Seccional, Dr. Juan Carlos Cano, NUNC.0521260020120143457 realizo la inspección judicial de un, CN, de sexo masculino, contextura delgada, 1.70 de estatura aproximada, tes trigueña, cabello corto negro, vestía camiseta azul, jeans azul, zapatos color gris, quien presenta 01 herida en la cabeza, con orificio de salida, ocasionada con arma de fuego, los hechos se presentaron en el intercambio de disparos  con  miembros del CTI de la Fiscalía General de la Nación, los cuales estaba verificando en este sector de la producción, distribución y venta de licor adulterado, quienes fueron atacados a disparos por dos sujetos uno de ellos el hoy occiso. HECHOS: la central de radio reporta el caso en la dirección antes indicada, donde se escucharon unos disparos hasta donde llego, la unidad del Cuadrante 11 a verificar la información, y observan el cuerpo de una persona de sexo masculino tendida en el piso sin signos de vida, al lado de un arma de fuego tipo revolver, y funcionarios de policía judicial del cuerpo técnico de investigación (CTI), quienes momentos antes tuvieron un intercambio de disparos, con el sujeto que estaba tendido en el piso y otro que alcanzo a huir del lugar en una motocicleta de la cual no hay características…”
A folios 146-172 y 188-201, tenemos que en el proceso con numero CUI 050016000206201403457, se presentó solicitud de preclusión de la investigación por el Fiscal 098 seccional, en el proceso adelantado en contra de John Facter Gómez Cuellar y Dairon Pérez por el delito de homicidio.
A folios 202-233, obra providencia de fecha 24 de julio de 2018, emitida por el Juzgado Doce Penal del Circuito con funciones de conocimiento, en donde se ordenó: 
“PRIMERO: DECRETAR LA PRECLUSIÓN en la investigación adelantada en contra de John Facter Gómez Cuellar y Dairon Pérez, de condiciones civiles anotadas en la parte motiva, conforme al numeral 2 del artículo 332 de la Ley 906 de 2004 (existencia de una causal que excluya la responsabilidad de acuerdo con el Código Penal), y el numeral 6 del articulo 32 del Código Penal ( se obre por la necesidad de defender un derecho propio o ajeno contra injusta agresión actual o inminente, siempre que la defensa sea proporcionada a la agresión…” fls 212)
A folios 234 obra informe de novedad de fecha 22 de enero de 2014, por parte del Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional- Metropolitana del Valle de Aburra, suscrito por el patrullero Galvis Pájaro Fredy, en el cual se indica:

“Siendo las 08:55 horas del día de hoy 22-01-2014, nos encontrábamos realizando patrullaje por la calle 80 con Cra 55, cuando la central de radio de la policía nacional nos informa que en la dirección calle 92 con Cra 55, sector conocido como la herradura, se presentaron disparos y que llegáramos a verificar que sucedía, al llegar al sitio se observa una persona al parecer de sexo masculino tendida en el piso y sin signos vitales; en el sitio se encontraban funcionarios del CTI, los cuales manifestaron que se encontraban haciendo unas verificaciones por el sector, cuando de repente fueron recibidos por dos personas los cuales estaban armados y abrieron fuego contra los funcionarios del CTI, estos reaccionaron y en el intercambio de disparos fue impactado uno de los sujetos antes mencionados, de inmediato procedimos a realizar el respectivo acordonamiento para la protección del lugar de los hechos, ya que se encontraban personal del sector y algunos funcionarios del CTI en el lugar de los hechos, posteriormente llegan unidades de criminalística de la SIJIN e inclusive unidades del CTI, se realiza el correspondiente informe de primer respondiente por la patrulla de cuadrante 4-11 y se entrega el lugar de los hecho a personal de criminalística.”  
Así las cosas, no obra prueba documental determinante de que la Policía Nacional y la Fiscalía General de la Nación hayan incurrido en un daño antijurídico por acción u omisión, razón por la cual no es posible atribuir la responsabilidad al Estado por la falla en el servicio. Así mismo no obra prueba testimonial sobre dicha falla, pues las mismas fueron desistidas por la parte actora. ( fls Audiencia de pruebas de fecha 29 de mayo de 2019, fls 415)
Ahora bien, como quiera que las pruebas aportadas y decretadas no dan certeza a esta Judicatura acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar que rodearon la muerte del señor Juan Diego Rendon Rivera (q.e.p.d), e igualmente tampoco  se aportaron otras  pruebas como testimonios,  donde se permita alcanzar la certeza sin ningún género de dudas  de la misma; no existe prueba suficiente para acreditar la supuesta actuación reprochable de las entidades accionadas y su consecuentemente  responsabilidad, por lo 
el daño inferido no puede ser calificado como antijurídico. Es así que la parte demandante no logro demostrar la Falla del Servicio invocada de conformidad a lo establecido en el (art.167 C.G.P.), ni tampoco que la misma hubiere obedecido a la omisión de las entidades accionadas. Por el contrario, tal y como fue advertido por el Juez Penal las entidades obraron por la necesidad de defender un derecho contra una agresión actual o inminente.
En otras palabras, no se cumplió con la carga de la prueba en este punto, de allí que se insiste que de acuerdo con el artículo previamente citado,  le corresponde a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen, en consecuencia, los demandantes debían probar el daño alegado y los perjuicios producidos como era su deber, por ser norma de conducta para las partes y regla de juicio para el Juez como director del proceso, que de un lado le indica a aquéllas como debían actuar so pena de sufrir las consecuencias de no hacerlo así, y de otro lado le indica al juez que debe fallar contra la parte que debía probar y no probó.

Así las cosas, se presenta una clara ausencia o imposibilidad de imputación, puesto que el daño no es atribuible a conducta alguna por parte de la entidad accionada, esto es, no le es referible, en los términos de análisis del artículo 90 de la Constitución Política.

Por tanto, se torna infructuoso realizar cualquier análisis en cuanto a la falla del servicio, como quiera que nos encontramos ante una ausencia de imputación, y aquélla tienen su sustento y razón de ser sólo cuando el daño antijurídico le es atribuible a la administración, lo cual no se configuró en el caso concreto, y ello exime al juzgador de ese tipo de análisis. 

En tales condiciones es evidente la ausencia de pruebas que permitan siquiera vislumbrar un indicio de responsabilidad de la Policía Nacional y la Fiscalía General de la Nación, lo que sin duda constituye una falta al deber de la carga de la prueba, presupuesto fundamental en este tipo de acciones pues tal y como se acoto previamente, el Despacho avizoró que no existen daños que se infieran o relacionen la parte actora con la Nación-Ministerio de Defensa-Policia Nacional, en tanto no existe prueba mínima que permita establecer el perjuicio ocasionado entre dichos sujetos con ocasión al daño antijurídico que se pretende sea resarcido, valga destacar que para que exista dicho daño antijurídico de acuerdo a la Doctrina y a la Jurisprudencia debe tener como características esenciales las siguientes:

i) Debe ser cierto: Lo que indica que se halla lesionado un bien jurídico del perjudicado, por ello debe ser presente o futuro real, no eventual.
ii) Debe ser especial: o sea a una o varias personas determinadas o determinables y no a la generalidad.
iii) Debe ser anormal: Es decir exceder los inconvenientes o cargas inherentes al servicio público, pues hay cargas que se imponen a todos los ciudadanos o a determinado grupo y que son normales.
iv) Debe referirse a una situación jurídica protegida:  se excluye una situación ilegal, pues si se realiza debe correr dichos riesgos

Así mimo es pertinente traer a colación, lo señalado por nuestro órgano de cierre en Sentencia de enero 18 de 2012, expediente: 68001-23-15-000-1995-11029-01(21196) en lo atinente a la prueba indiciaria. Veamos: 

Sobre la prueba indiciaria, el Consejo de Estado ha señalado: “En nuestro derecho positivo (arts. 248 a 250 CPC), los indicios son medios de prueba indirectos y no representativos -como sí lo son el testimonio y la prueba documental- y no pueden ser observados directamente por el juez, como por ejemplo sucede en la inspección judicial. En la prueba indiciaria el juez tiene ante sí unos hechos probados a partir de los cuales establece otros hechos, a través de la aplicación de reglas de la experiencia, o principios técnicos o científicos. En otros términos, al ser el indicio una prueba indirecta que construye el juez con apoyo en la lógica, partiendo de la existencia de unos hechos debidamente acreditados en el proceso, tal construcción demanda una exigente labor crítica…”.
Bajo los mismos parámetros en Sentencia de 24 de marzo de 2011, expediente (17993) y sentencia de junio 13 de 2013, expediente 05001-23- 31-000-1995-00998-01(25180). indicó: 

“Ahora bien, la existencia y convergencia de hechos indicadores, los cuales se encuentran debidamente acreditados, entraña una pluralidad simétrica de hechos indicados que corresponden a las conclusiones como producto de las inferencias, a partir de un número igual de hechos probados. Y es que como ya se sabe, el indicio se estructura sobre tres elementos: 1. Un hecho conocido o indicador, 2. Un hecho desconocido, que es el que se pretende demostrar, y 3. Una inferencia lógica a través de la cual, y partiendo del hecho conocido, se logra deducir el hecho que se pretende conocer. “Es el juzgador quien declara la existencia de un indicio, cuando establece un hecho indicador, aplica una o varias reglas de la experiencia e infiere lógicamente otro hecho indicado. Es el juez quien construye el indicio, en cada caso concreto”.

En tal orden, cabe destacar que al expediente no se allegó prueba que indilgue alguna responsabilidad entre el citado Policía Nacional, Fiscalía General y la parte actora, razón por la cual no es dable condenar a una entidad sin existir elementos de juicio suficientes para ello, pues no se acreditó la existencia de un nexo causal entre el hecho antijurídico deprecado y las actuaciones de la entidad demandada. En el mismo sentido, no se probó que la entidad demandada haya incurrido en omisiones o acciones que pudiesen imputarse a los cargos demandados, por lo cual no puede declararse su responsabilidad administrativa y patrimonial.    

Efectuadas las anteriores consideraciones, y arribando a las conclusiones probatorias expuestas, para esta Agencia Judicial es evidente que en el caso concreto no se incurrió en una falla del servicio en cabeza de la Nación – Ministerio de Defensa- Policía Nacional y la Fiscalía General de la Nación, con relación a los hechos ocurridos el 22 de enero de 2014 en ocasión de la muerte del señor JUAN DIEGO RENDON RIVERA, por ello es válido advertir que al no existir prueba de cargo suficiente, así como otros indicios que refrenden las pruebas allegadas, que permitieran inferir la responsabilidad de las entidades accionadas, al mismo tiempo, darse, ante la insuficiencia de la prueba practicada en el trascurso del proceso, una convicción a esta Juez, es que deben negarse las pretensiones de la demanda.
6. Condena en Costas: El artículo 188 de la ley 1437 de 2011 reguló el tema de costas en el procedimiento administrativo, para lo cual dispuso: 
“Artículo 188. Condena en costas. Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil.”

Ahora bien, de un análisis simple de la norma anteriormente transcrita se podría concluir que la condena en costas en materia contenciosa administrativa debe imponerse de forma objetiva, en asuntos donde se estudie asuntos de interés particular, sin embargo, cuando la disposición normativa utiliza el término “dispondrá” lo que está queriendo decir es que el juzgador está obligado a pronunciarse sobre si es o no procedente condenar en costas a la parte vencida en el proceso, en este sentido el máximo órgano constitucional se ha pronunciado de la siguiente manera: 

“Si bien una lectura rápida de la disposición que antecede, podría llevar a la errónea interpretación de que la condena en costas debe imponerse en forma objetiva, es decir, de manera forzosa, automática e ineluctable en todos aquellos procesos contencioso administrativos en los cuales se ventile un interés de carácter individual o particular, lo cierto es que cuando la norma utiliza la expresión “dispondrá”, lo que en realidad está señalando es que el operador jurídico está llamado a pronunciarse en todos los casos sobre si es o no procedente proferir una condena en costas en contra de la parte que ha visto frustradas sus pretensiones procesales.”

Así entonces, en el caso sub examine se evidencia que no se trata de un asunto de interés público, por el contrario, las pretensiones buscan que se le reconozca a el demandante un derecho netamente de carácter particular, en este orden de ideas deberá entonces disponerse sobre las costas en esta primera instancia, conforme a la normativa vigente sobre la materia, esto es, el artículo 365 de Código General de Proceso dispone en su numeral primero lo siguiente: “Se condenara en costas a la parte vencida en el proceso, (…)” a su vez el numeral octavo prescribe: “Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación”

Analizando el expediente no obra prueba ni siquiera sumaria, donde se evidencia que se causaron costas a favor de la parte demandada, en este caso la parte accionante en su legítimo derecho de acudir a las instancias jurisdiccionales para solicitar lo que creía que debía reconocérsele sin actuar de mala fe en ninguna etapa procesal, no habría lugar entonces de condenar en costas al demandante, puesto que no existe causa ni objetiva, ni subjetiva para reconocerlas y atendiendo el precedente transcrito este Despacho se aparta de su propio precedente en condenas sobre otros asuntos, para predicar que el carácter de las costas no siempre es objetivo.

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO PRIMERO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE MEDELLIN, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

F A L L A:

PRIMERO: Niéguense las pretensiones de la demanda, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia.
SEGUNDO: NO CONDENAR EN COSTAS a la parte demandante, de acuerdo a la parte motiva de esta providencia.
TERCERO: Notifíquese esta sentencia de conformidad con el artículo 203 del C.P.A.C.A, y conforme a lo estipulado en el artículo 8 del Decreto 806 del 04 de junio de 2020, advirtiendo que conforme al ACUERDO No. CSJANTA20-80 12 de julio de 2020 “Por medio del cual se dispone el cierre transitorio de los Despachos Judiciales ubicados en la Comuna 10 – La Candelaria de la Ciudad de Medellín” los términos para apelar se encuentran suspendidos entre el 13 al 26 de julio de 2020; o conforme los disponga el Consejo Superior de la Judicatura.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
OMAIRA ARBOLEDA RODRIGUEZ
JUEZ
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